
III. Otras disposiciones

JUNTA ELECTORAL CENTRAL

25873 ACUERDO de la Junta Electoral Central por el 
que se hace pública la composición del Comité 
de Prensa, Radio y Televisión, relativo a las Elec­
ciones Generales para el Congreso y el Senado.

La Junta Electoral Central, en sesión celebrada el día de la 
fecha, ha acordado hacer pública la composición del Comité 
de Prensa, Radio y Televisión, relativo a las Elecciones Gene­
rales para el Congreso y el Senado, convocadas por Real De­
creto 2057/1982, de 27 de agosto.

La composición del mencionado Comité es la siguiente:!

Presidente: Don Tomás Ramón Fernández Rodríguez.

Vocales representantes de la Administración:

 D. Diego Martin Merchán.
D. José de la Rosa Alemany.
D. Antolin de Santiago y Juárez.
D. Femando Bofill Draper.
D. Antonio Zapatero Vicente.
D. Francisco Ruiz de Elvira Hidalgo.

Vocales 'designados por la Junta Electoral Central:!

D. Luis Femández-Villamea Silió.
D. Guillermo Galeote Jiménez.
D. Angel Cruz Bermejo.
D. Javier Tusell Gómez.
D. Abel Matutes Juan.
D. Pilar Pereira Carballo.

Vocales Técnicos, con voz y sin votofl

D. Juan José Buhígas Villaverde.
D. Juan Antonio Alberich Cid.
D. Alberto Miguel Arruti.
D. Rafael Ramos Losada.
D. Rafael Bernardos Jiménez.
D. Jorge Deza Enríquez.

Madrid, 4 de octubre de 1982.—El Presidente, Federico Carlos 
Sainz de Robles Rodríguez.

MINISTERIO DE JUSTICIA

25874 RESOLUCION de 3 de septiembre de 1982, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por el Nota­
rio de Villena, don José María Suárez Sánchez-Ven­
tura, contra la negativa del Registrador de la Pro- 
piedad de Villena a inscribir determinadas normas 
de comunidad de un edificio constituido en régimen 
de propiedad horizontal en virtud de apelación del 
funcionario calificador.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el No­
tario de Villena, don José María Suárez Sánchez-Ventura, contra 
la negativa del Registrador de la Propiedad de Villena a ins­
cribir determinadas normas de comunidad de un edificio cons- 

' tituido en régimen de propiedad horizontal en virtud de apela­
ción del funcionario calificador.

Resultando que por escritura autorizada por el Notario de 
Villena, don José María Suárez Sánchez-Ventura, de fecha 20 de 
septiembre de 1980, don Vicente Martínez Irles, actuando en 
nombre y representación de la Caja Rural Provincial de Ali­
cante, procedió a la declaración de obra nueva y constitución 
en régimen de propiedad horizontal de un edificio situado en Vi- 
llena; que, según resulta de dicha escritura, la Caja Rural 
Provincial de Alicante es dueña asimismo de un local comer­
cia: de la planta de sótano de un edificio colindante con el 
anterior; que de los diversos elefhentos de que se compone el 
edificio objeto de la escritura está el número seis con la si­
guiente descripción: «Local en rampa a sótano, destinado a paso 
de vehículos y personas al sótano de la oasa número catorce 
de la calle ...»; que en la citada escritura se establecen deter­
minadas normas de comunidad, y entre ellas la siguiente:

«5 Del régimen aplicable a la titularidad del elemento Indi­
vidual número seis.—La titularidad en pleno dominio —exclusivo

o compartido— del elemento individual número seis de la pro­
piedad horizontal que se ha dejado constituida, corresponderá 
siempre a la persona o personas que, en cada momento, osten­
tan la del componente descrito en el antecedente III, finca 
39.577, consistente en un local destinado a garaje y cuyos huecos 
para aparcamiento de vehículos se encuentran todavía sin deter­
minar. Una vez hecha esta determinación y conforme se vayan 
transmitiendo por la Caja los diferentes, espacios en que se di­
vida el citado local, en favor ,de terceras personas, sea cual 
fuere el sistema que se adopte para ello, cada una de éstas 
adquirirá con la propiedad de su plaza de garaje una cuota 
indivisa sobre el local objeto de esta norma estatutaria, cuyo 
porcentaje será equivalente al que represente dicha plaza de ga­
raje adquirida, en relación al local donde esta ubicada. Y esto 
mismo se observará en las sucesivas transmisiones que se veri- 
.fiquen, sin que, por tanto, en ningún momento puedan quedar 
deslindadas las titularidades sobre ambos locales.—A estos efec­
tos, y para que se haga constar así en el Registro de la Propie­
dad, la Caja Rural, por medio de su representante, afecta con 
carácter real los titularidades de los dos locales mencionados, 
en la forma antes consignada, quedando condicionada la efica­
cia de esta afección real al momento de la formación de las 
plazas de garaje y de su transmisión a terceras personas.—La 
comunidad, que en su día se forme, sobre el local número seis 
de la propiedad horizontal constituida por esta escritura, no 
podrá ser objeto de división, a instancia de cualquiera de los 
condueños o de todos ellos por unanimidad, por concurrir el 
supuesto del artículo 401, l.°, del Código Civil»; 

Resultando que, presentada copia de la anterior escritura 
en el Registro de la Propiedad, fue calificada oon nota del te­
nor literal siguiente:

Inscrito el precedente documento donde los cajetines puestos 
al margen de las descripciones de las fincas.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 434 del Reglamenta 
Hipotecario se deniega el apartado 5 de las normas de comuni­
dad por observarse los defectos siguientes:

1.º Se establece en él una inadmisible vinculaoión entre 
dos fincas, que infringe el articulo 27 de la Ley. Hipotecaria 
porque establece una prohibición de disponer no admitida en 
el mismo que es implícitamente.contraria a la doctrina de la 
Dirección General de los Registros contenida en la Resolución 
de 19 de diciembre de 1974 y, especialmente, en la de 20 de 
diciembre de 1973, que sólo admitió dicha vinculación en un su­
puesto muy singular en el que:

a) Se configuró sólo como norma estatutaria y no además 
como constitución de derecho real;

b) Se estableció entre un departamento privativo y otro 
procomunal, y

c) Sobre todo, se constituyó entre departamentos de Un 
mismo edificio.

2.° Al decirse en dicho apartado y cón petición de constan­
cia expresa que sé «afecta con carácter real las titularidades 
de los dos locales» parece que se está configurando como un 
derecho real atípico, siendo así que en ese supuesto debe esta­
blecerse fuera de las normas de comunidad que se deben limi­
tar a ser estatuto privativo del inmueble en los términos del 
artículo 5.° de la Ley de Propiedad Horizontal, y que en todo 
caso tampoco serla inscribible como tal derecho real por las 
siguientes razones:

a) Porque, aunque se admita el sistema de «numerus aper- 
tus» en la creación de derechos reales, es más bien para su­
puestos en que el derecho positivo no da respuesta a los inte­
reses de los particulares, situación que no se produce en el pre­
sente caso en que la servidumbre voluntaria de paso ofrece la 
figura jurídica adecuada.

b) Porque, 'aunque se admitiera la creación de un derecho 
real innominado por considerar que había causa perpetua justi­
ficativa de tal vinculación, éste se considera, tal como está 
constituido en la escritura, insuficientemente perfilado en su 
extensión y contenido en contravención de los artículos 9-2 ° de 
la Ley Hipotecaria y 51-0.° de su Reglamento, y contrario al prin­
cipio de libertad del dominio, al establecer la imposibilidad de 
división de uno de los locales, incluso por unanimidad con desa­
certada interpretación del artículo 401-1.° del Código Civil

c) Porque, en el presente caso, el compareciente carece de 
facultades para dicha constitución a tenor de la certificación 
unida á la escritura.

3.º Subsidiariamente, y para el caso de que dicha afección 
se interpretase como una titularidad «ob rem» inserta dentro de 
los estatutos, éstos sólo pueden referirse al edificio del que son 
norma privativa, pero nunca a otro edificio, aunque sea del mis­
mo dueño, so pena de conculcar el principio de especialidad



insiste para este supuesto, en el artículo 5.° de la Ley de Propie­
dad Horizontal y, con carácter general, entre otros, en los ar­
tículos 7 y 243 de la Ley Hipotecaria. Considerando los defec­
tos insubsanables no sé ha tomado anotación- preventiva que 
tampoco se ha solicitado.

Se observa un error material en la referencia a la regis- 
tral número 39.577, que en realidad es la número 39.877.—Villena, 
4 de marzo de 1981.—El Registrador (firma ilegible);

Resultando que por el' Notario autorizante se interpuso re­
curso gubernativo contra la anterior calificación, alegando: Que, 
a modo de introducción, el problema que f.e plantea en el pre- 

' sente recurso consiste en determinar si la unificación objetiva 
provooada por el juego de las titularidades «ob rem» entre dos 
locales pertenecientes a edificios distintos, aunque colindantes, 
y constituido! en régimen de propiedad horizontal, puede tener 
su origen en la autonomía de voluntad; que este problema fue ya 
resuelto afirmativamente por la Resolución de 30 de diciembre 
de 1973, si bien se trataba de un supuesto de una sola propie­
dad horizontal y debiendo ser también afirmativa la solución 
para el supuesto de dos propiedades horizontales diferentes 
en razón a la idea de que lo que se puede conseguir pór vía 
indirecta podrá obtenerse por la vía directa; que respecto al 
primer defecto, al estar en sede de propiedad horizontal no deben 
enajenarse ciertos conceptos jurídicos —como el de las prohibi­
ciones de disponer— de una manera abstracta, sino en íntima 
conexión con la realidad física de los edificios sujetos a aquel 
régimen, lo cual obligará en muchos casos a imponer ciertas li­
mitaciones en su ordenación en función de su configuración es­
pecial, y sin que ello suponga una infracción del artículo 348 del 
Código Civil, observándose que el propio artículo 5.° de la Ley 
de Propiedad Horizontal nos señala que «el título podrá contener, 
además' ... disposiciones no prohibidas por la Ley»; qué los ar­
tículos 28 y 27 de la Ley Hipotecaria no están pensados para 
situaciones de propiedad horizontal, por lo que deben ceder ante 
las exigencias de éstas; que, dada la situación y especial confi­
guración del local número 6 de la propiedad , horizontal consti­
tuida, se la asigna al mismo como destino único y exclusivo el 
paso de vehículos y personal al sótano del edificio colindante, 
por lo que la instrumentación del caso podría tener lugar a tra­
vés de una de las siguientes posibilidades:

1. a La constitución de una servidumbre de paso, aunque con 
esta figura se crearía una imposibilidad material de disponer 
por parte del propietario del local, además de que la afección 
de titularidades tiene un alcance mayor en cuanto que los titu­
lares se incorporan como miembros de pleno derecho en ambas 
comunidades. v

2. * Segregación del local destinado a paso de vehículos y 
personas del edificio al que pertenece, y posterior agrupación del 
mismo al edificio colindante con ampliación de la propiedad ho­
rizontal y remodelación de cuotas, postura que podría tener su 
apoyo en la Resolución de 11 de mayo de 1978, y

3. a La fórmula que se ha adoptado en la escritura califi­
cada, y «a la que no pueden oponerse las Resoluciones de 19 de 
diciembre de 1974 y 20 de diciembre de 1973, puesto que al 
contemplar un supuesto diferente no se pronuncian ni a favor 
ni en contra; que, respecto al segundo defecto, la cláusula 
discutida en modo alguno supone constitución de un derecho 
real, sino que trata de afectar, con carácter real en la esfera 
de la titularidad, dos derechos reales diferentes, en este caso 
dos derechos de dominio, que así figuran inscritos en el Regis­
tro de la Propiedad; que la figura de la titularidad «ob rem» 
cumple y satisface necesidades jurídicas y económicas que no se 
puedan llenar por la vía de la servidumbre, además de que esta 
vinculación «ob rem» no es extraña en el ámbito de la propiedad 
horizontal como lo demuestra la figura del anejo; que también 
se objeta en este defecto el no ser viable la indivisión que se 
establece y que se fundamenta en el artículo 401-1.° del Código 
Civil, pudiéndose alegar en-contra el que si bien tratándose del 
caso de un solo edificio hubiera sido conveniente configurar este 
local como un departamento procomunal, tratándose dé los edi­
ficios diferentes el mismo resultado práctico se consigue haciendo 
descansar la indivisibilidad en el artículo 401-1.° del Código que 
prescribe —igual que el artículo 4 de la Ley de Propiedad Hori­
zontal— el efecto de la indivisibilidad por razón del uso o des­
tino de la cosa; que, respecto a la cuestión de las facultades 
del otorgante de la escritura, hay que señalar que la afección 
de titularidades persigue sólo el modalizar el régimen de domi­
nio-de uno de los locales de la propiedad horizontal, por lo que 
ha de entenderse incluida esta facultad dentro de las otorgadas 
para verificar la división horizontal de dicho edificio; que, res­
pecto al tercer defecto, en la escritura se transcribe la cláusula 
de los estatutos del edificio colindante, y por virtud de la cual 
la Caja Rural se reserva la facultad de comunicar el sótano 
destinado a garaje, y que en definitiva es una norma de remi­
sión que se ha hecho efectiva ahora en la cláusula discutida, 
7 cuy° contenido es asumido automáticamente como propio del 
otro edificio; que, pen último, se reconoce el error material que 
se apunta en el último inciso de la nota calificatoria;

Resultando que el Registrador de la Propiedad emitió el pre­
ceptivo informe en el que alegó: Que, en relación a lo manifes­
tado por el recurrente a modo de introducción del recurso, debe 
afirmarse que el argumento de que lo que puede obtenerse por 
vía indirecta puede conseguirse por la directa, es un argumento 
en el que se utiliza la técnica del fraude de Ley y .con una res­
puesta fácil: Al no ser posible utilizar la vía directa —agrupar

los dos locales de edificios diferentes— se utiliza la indirecta 
agrupando las- titularidades de los locales; que, respecto al 
primer defecto, hay. que resaltar que estamos en presencia de 
una prohibición de disponer o restricción de «ius disponendi», 
ya que no se puede adquirir ni transmitir una finca sin que 
al mismo tiempo se adquiera o transmita otra; que la aplicación 
del artículo 27 de la Ley Hipotecaria viene sancionada por las 
Resoluciones de 4 de mayo de 1968 y 19 de diciembre de 1974, 
y sólo se excluye su aplicación en la Resolución de 20 de di­
ciembre de 1973, en razón de que la prohibición de disponer se 
configuró dentro de los Estatutos de la propiedad horizontal a la 
que ambos departamentos pertenecían; que, a diferencia del 
supuesto contemplado por la Resolución de 20 de diciembre 
de 1973, en el presente caso estamos en presencia de dos fin­
cas independientes que forman parte de edificios también inde­
pendientes, por lo que resulta irrelevante el que cada edificio 
esté regulado por su propio régimen de propiedad horizontal; 
que la fórmula de la servidumbre de paso es la que el propio 
Notario y el otorgante de la escritura pensaron en la del edi­
ficio contiguo al reservarse la Caja Rural la facultad de comu­
nicar el sótano constituyendo las servidumbres precisas para la 
mejor efectividad del derecho; que la figura de la servidumbre 
de paso es corrientemente utilizada para resolver supuestos 
más complicados que el presente, y sin que pueda aceptarse el 
argumento de la imposibilidad material de disponer de la finca 
gravada ya que no sería una prohibición jurídica; que la figura 
propuesta en la escritura lleva consigo infinidad de problemas, 
tales como el aumento del número de propietarios, difícil solu­
ción para el caso de embargo o expropiación de una sola de 
las fincas, concurrencia de créditos sobre una de ellas, etc.; 
que, con relación al segundo defecto de la redacción de la es­
critura, no resulta clara la figura jurídica que se ha pretendido 
crear, sin que en la misma se utilice la expresión «titularidad 
ob rem», y por el contrario se emplean los términos de «afec­
tar con carácter rea1», dando más bien la impresión de que se 
está creando un tipo jurídico híbrido en el que se combinan los 
carácteres de los derechos reales en general, los de les vincula­
ciones «ob rem», y los del derecho de servidumbre inicialmente 
pensando; que actuando los comuneros por unanimidad pueden 
extinguir el condominio, aunque sea transmitiendo la cosa a uno 
sólo de ellos o a un extraño, sin que sea preciso el acuerdo 
de la Junta de Propietarios, el cual sólo se exigiría en el supuesto, 
de cambiar el destino del departamento, y todo ello para el 
supuesto de que se aceptase que la mera declaración del consti­
tuyente del régimen sea suficiente como para considerar a de­
terminada finca «esencialmente indivisible»; que, habiendo sido 
autorizado el compareciente para constituir y aceptar cualquier 
servidumbre sobre el solar y el edificio construido, el realizar 
una vinculación «ob rem», sea o no de mayor transcendencia que 
una servidumbre, es un acto distinto de los autorizados y por 
tanto hay extralimitación, resultando además evidente que ca­
rece de facultades para vincular al edificio colindante; que, res­
pecto al tercer defecto, de una parte resulta claro que la posi­
bilidad de comunicar el garaje con otros edificios colindantes de­
be referirse a una comunicación de tipo físico que no incluye el 
establecer una vinculación «ob rem», y de otra parte se eviden­
cia una infracción del articulo 5 de la Léy de Propiedad Hori­
zontal, puesto que los Estatutos son normas de cada edificio y 
vienen referidos al «uso o destino del edificio» y de «sus dife­
rentes pisos o locales»;

Resultando que el Presidente de la Audiencia dictó auto re­
vocando la nota calificatoria, alegando entre otras razones que 
la aplicación de las normas ha de llevarse a cabo tratando de 
daptar las misjnas a la realidad social del momento en que se 
han de aplicar; y que no se infringe el artículo 27 de la Ley Hi­
potecaria, pues la prohibición estatutaria tiene su base en el ar­
ticulo 401-1.° del Código Civil; ,

Visto los-artículos 400 y 401-1.° del Código Civil; 9-2.°, 26 y 27 
de la Ley Hipotecária y 51, 6°, del Reglamento para,su ejecución; 
4, 5 y 8 de la Ley de Propiedad Horizontal de 21 de julio de 1960; 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de mayo de 1976 y las 
Resoluciones de este Centro de 20 de diciembre de 1973, 19 de 
diciembre de 1974, 11 de mayo de 1978 y 21 de octubre de 1980;

Considerando que la cuestión primordial que plantea este 
expediente es la de si puede inscribirse un derecho dominical 
sobre- un inmueble en el que su titular o titulares vienen de­
terminados mediatamente, por ostentar la titularidad, también 
dominical, sobre otra finca en la que se da la circunstancia 
de pertenecer a otro edificio distinto y constituido también 
en régimen de propiedad horizontal;

i Considerando que, aun cuando la frase dp la escritura califi­
cada «afecta con carácter real la titularidad de los dos locales», 
recogida en el defecto segundo de la nota, puede prestarse a di­
versas interpretaciones, por no ser lo suficientemente definito- 
ria, completada esta frase con el resto de la regulación que se 
establece-' en la propia escritura, revela que no se está tra­
tando de crear un derecho real atípico, que llevaría a encuadrar 
la cuestión dentro de la admisión del pistema de «numerus clau- 
sus o apertus» en nuestro Derecho, y que ha sido objeto de es­
tudio por la Jurisprudencia de este Centro;

Considerando, por el contrario, que la figura jurídica encaja 
dentro de las «titularidades ”ob rem”» —de las que constituye un 
ejemplo típico la servidumbre predial— que exige que entre las 
Tincas cuyas titularidades se conectan deba existir, como causa 
económica y a la vez jurídica que justifique esta conexión, una 
cierta relación de destino, dependencia o accesoriedad e incluso
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de servicio, circunstancias todas ellas que se dan en el supuesto 
táctico, origen de la figura calificada;

Considerando qué la admisibilidad de las «titularidades ”ob 
rem”» no puede ser cuestionada en nuestro sistema, dado el jue­
go de la autonomía de la voluntad, al igual que sucede en las 
servidumbres voluntarias —artículo 536 del Código Civil— y como 
antes se indicó la-relación física entre los inmuebles o corre­
lación de destino, por su necesidad, utilidad o comodidad inclu­
sive, justifica la conexión de titularidades entre ellos, y aunque 
las fincas no estén consideradas en un mismo plano, ya que por 
su importancia y respectivo destino una esté al servicio de la 
otra, lo mismo sucederá con la titularidad de los derechos sobre 
una y otra; ,

Considerando que son los propios titulares —o el constituyente 
de la propiedad horizontal en este caso— quienes han de jua­
gar acerca del vehículo jurídico más idóneo dentro de los per­
mitidos legalmente, para lcanzar el fin propuesto, máxime si el 
local ocupa toda una planta —Jo que aquí no sucede—, y aunque 
acaso, como indica el funcionario calificador, en este supuesto 
hubiera bastado la constitución de una servidumbre de paso, 
que por otra parte era para lo que estaba autorizado el com­
pareciente en la ecritura, es indudable que a los particulares no 
les puede ser impuesto un determinado criterio, cuando en base 
a determinadas razones estiman oportuno elegir un sistema di­
ferente-,

Considerando que no parece justificada la infracción del ar­
tículo 27 de la Ley Hipotecaria, alegada en la nota, ya que no 
se establece prohibición de disponer alguna, sino que por razón 
de la dependencia física y de destino de las_fincas objeto de los 
respectivo-s derechos domlnioales, la disposición ha de ser con­
junta, como ya declaró la Resolución de 20 de diciembre 
de 1973, y así lo exige el juego establecido para las titularidades 
de uno y otro derecho conectadas entre si;

Considerando que, en cambio, aparece fundada la objeción 
del Registrador al analizar el aspecto formal —y en cierto modo 
sustantivo—de la inclusión del tema de la titularidad «ob rem» 
solamente en el título constitutivo de uno sólo de los edificios 
en régimen de propiedad horizontal, ya que el establecimiento 
de una titularidad de este tipo, por exceder del contenido propio 
de los Estatutos, debe tener su sede en el título constitutivo de 
la misma propiedad horizontal, y si esa titularidad especial se 
predica respecto de fincas pertenecientes a edificios diferentes, 
cada uno de ellos constituido en régimen de propiedad horizon­
tal, hay que estimar que la titularidad creada debe quedar es­
tablecida en el título constitutivo de ambos, ya que no es posi­
ble que a través de la regulación de uno sólo de. ellos, se pre­
tenda inmiscuirse en la normativa del otro que ’ ya tiene su 
propia regulación;

Considerando que aun cuando es indudable quq en el titulo 
constitutivo del primer edificio en régimen de propiedad hori­
zontal también se contiene una, más que regulación, previsión 
a este respecto, a través de una norma que remite al conte­
nido del título de constitución del segundo -edificio por la que se 
asumiría automáticamente la regulación aquí contenida, hay que 
tener én cuenta que tanto aquella norma comunitaria como el 
acuerdo adoptado por la Entidad propietaria de este segundo 
edificio a favor de su representante —compareciente en la escri­
tura calificada— solamente le autorizan para la constitución 
y aceptación de cualquier tipo de servidumbre, por lo que, al 
elegir el mandatario una figura jurídica distinta de la ordena­
da, ha habido una extralimitación por su parte de la actuación 
debida-,
. Considerando, por último, que dada la afección del local 
destinado a servir de rampa de comunicación al otro local, 
aparece justificada- la Indivisión pactada en base al articulo 
401-1.” del Código Civil y 4 de la Ley de Propiedad Horizontal, 
en cuanto que de hacer la división resultaría inservible para 
el uso a que se destine,

Esta Dirección General ha acordado revocar parcialmente 
el auto apelado, procediendo a confirmar el defecto segundo c) 
de la nota del Registrador y revocarla en cuanto al resto

Lo que, con devolución del expediente original, comunico 
a Ai. E. para su conocimiento y efectos,

Madrid, 3 de septiembre de 1982.—El Director general, Fer- 
nando Marco Baró. -

Exorno. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Valencia.

MINISTERIO DE HACIENDA

25875 ORDEN de 29 de julio de 1982 por la que se con­ 
ceden a la Empresa «Ramón Moltó Villagrasa»
los beneficios fiscales de la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre.

limo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Industria y Ener-
gía de 5 de junio de 1982, por la que se declara a la Empresa 
-Ramón Moltó Villagrasa. comprendida en zona de preferente 
localización íhdustrial del Valle del Cinca, al amparo de lo 
previsto en el Real Decreto 3415/1978, de 29 de diciembre, para 
la actividad de construcción y equipamiento de fabricación de

cloruro de colina en Fraga (Huesca), incluyéndola en el gru­
po A) de los señalados en la Orden de 8 de mayo de 1976 
de dicho Departamento,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en el artículo 6.” de 
la Ley 152/1963. de. 2 de diciembre, y en el artículo 5.° del 
Real Decreto 3415/1978, de 29 de diciembre, ha tenido a bien 
disponer; ,

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­
rias de cada tributo, a las especificas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento 
señalado por la Orden de 27 de marzo de 1965 de este Minis­
terio, se otorga a la Empresa -Ramón Moltó Villagrasa. el 
siguiente beneficio fiscal: <

A) Reducción del 95 por loo del Impuesto General sobre 
el Tráfico de las Empresas que grave la importación de bie­
nes de equipo y utillaje de primera instalación, cuando no se 
fabriquen en España. Este beneficio se hace extensivo a los 
materiales y productos que, no produciéndose en España, se 
importen para su incorporación en primera instalación a bienes 
de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra A) se 
entiende concedido por un período de cinco años a partir de 
la publicación de esta Orden en el -Boletín Oficial del Estado». 
Nó obstante dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finali­
zado el mismo día que, en su caso, se produzca la integra­
ción de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Aduanas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo previs­
to en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume,la Empresa beneficiarla dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
caso, de los impuestos bonificados.

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, de acuerdo con lo previsto en el artícu­

lo 126 de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Mi­
nisterio de Hacienda, en el plazo de un mes, contado a partir 
del día siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 29 de julio de 1982.—P. D., el Subsecretario de Ha-- 

cienda, Arturo Romaní Biescas.

limo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

25876 CORRECCION de erratas de la Orden de 27 de mayo 
de 1982 por la que se conceden a cada una de las 
Empresas que se citan los beneficios fiscales a que 
se refiere el Real Decreto 2010/1981, de 3 de agosto, 
sobre medidas de reconversión del sector textil.

Padecidos errores en la inserción de'la citada Orden, publi­ 
cada en el «Boletín Oficial del Estado, número 172, de fecha 
20 de julio de 1982, se transcriben a continuación las oportunas 
rectificaciones:

En la página 19594, primera columna:
En el primer párrafo del preámbulo, línea siete, donde dice:

«... Decreto-ley 1981, de 5 de junio, ...-, debe decir: «... Decreto-
ley 9/1981, de 5 de junio, .....

En la parte dispositiva, segundo, segundo párrafo, líneas 
tres y cuatro, donde dice: «... Dirección General de Aduanas e 
Impuestos Especiales, ...», debe decir: «... Dirección General de 
Aduanas e Impuestos Especiales, .....

Én la misma parte dispositiva, tercero, linea dos, donde dice: 
«... del cativo, en cuanto que están afectos...», debe decir: «... del 
activo, en cuanto que están afectos...».

25877 CORRECCION de erratas de la Orden de 27 de mayo 
de 1982 por la que se concede a cada una de las 
Empresas que se citan los beneficios fiscales a que 
se refiere el Real Decreto 2010/1981, de 3 de agosto, 
sobre medidas de reconversión del sector textil.

Padecidos errores en la inserción de la citada Orden, publi­ 
cada en el «Boletín Oficial del Estado, numero 172, de fecha 
20 de julio de 1982, se transcriben a continuación las oportunas 
rectificaciones:

En la página 19594, sesuuda J?art® dispositiva de 
la ya mencionada Orden, segundo, primer párrafo, linea cuatro, 
donde dice: «... que gaven las importacmnes da bienes...», debe 
decir- «... que graven las importaciones de bienes...».

En la misma página y ®®f1{,ndo, segundo párrafo., 
línea tres, donde dice: *.» P™« desapcho provisional...-, debe 
decir: ,«... primer despacho provisional,,...


